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La invariabilidad tributaria no 

significa reducción de impuestos 
 

El Proyecto de Ley “Para la Reconstrucción Nacional y el Desarrollo Económico y Social” 

(Boletín N° 18.216-05), en tramitación en el Parlamento, contempla una serie de reformas a 

nuestro sistema impositivo, incluyendo la creación de un régimen de invariabilidad tributaria 

para inversionistas, que formaba parte de los anuncios del programa de Gobierno. 

Uno de los beneficios de la democracia y la separación de poderes, consiste justamente en la 

forma como se crean y tramitan las leyes, que en nuestro caso ha permitido mejorar la idea 

original impulsada por el Ejecutivo, donde ahora la propuesta de régimen de invariabilidad 

tributaria para inversionistas contempla, en lugar de un sistema uniforme de 25 años por 

inversiones superiores a MMUSD 50, uno escalonado de tres tramos, de 10, 15 y 20 años, 

para inversiones de hasta MMUSD 100, de entre 100 MMUSD  y 350 MMUSD,  y sobre 

350 MMUSD, respectivamente; lo que permite graduar incentivos según magnitudes de 

inversión. 

Otro elemento que se incorporó a la propuesta legislativa, es el incremento de 1,5% en la tasa 

de impuesto a la renta de primera categoría que el inversionista debe aceptar como condición 

para ingresar al régimen de invariabilidad tributaria. 

Dentro de otras mejoras, este régimen contempla la suscripción de un contrato que asegure 

la invariabilidad tributaria; el que recae sobre un proyecto de inversión, al que se le confiere 

el tratamiento de entidad separada para calcular los impuestos; la obligación para el 

inversionista de acreditar el origen lícito de los fondos, la capacidad financiera para ejecutar 

el proyecto y no haber sido condenado por delito tributario. 

Si nos centramos en los atributos del régimen de invariabilidad tributaria, podemos dilucidar 

que este particular sistema no tiene por objeto reducir el impuesto al inversionista, sino de 

asegurarle la inmutabilidad de los tributos que soporta al momento de efectuar una inversión 

específica, como una forma de reforzar la seguridad jurídica, no ante cualquier condición, 

sino ante cambios legales futuros por un plazo fijo, que puedan alterar las reglas impositivas 

para el proyecto de inversión y su evaluación de rentabilidad que sirvió de base para que el 

inversionista se aventurara en la materialización del mismo. 

Por lo demás, para asegurar esa inmutabilidad tributaria, el proyecto de inversión queda 

obligado a pagar un impuesto de primera categoría superior al vigente al momento de 

suscripción del contrato, porque el objetivo perseguido no es reducir ese impuesto, sino 

garantizar su inmutabilidad por un plazo fijo según el monto de inversión. 
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Este modelo es lo que la doctrina denomina contrato-ley, figura que no tiene reconocimiento 

constitucional especial en Chile, sin perjuicio que la legislación la ha implementado para, a 

lo menos, las siguientes situaciones: Estatuto de Inversión Extranjera, (D.L. N° 600, de 

1974); Contratos Especiales de Operación Petrolera, (D.L. N° 1.089, de 1975); Contratos 

Especiales de Operación del Litio, (D.F.L. N° 302, de 1960, del Ministerio de Hacienda); 

Franquicias para Viviendas Económicas, (Título II del D.F.L. N° 2, de 1959, del Ministerio 

de Hacienda); Régimen Preferencial de la Ley Navarino, (Ley N° 18.392);  Régimen 

Preferencial de la Ley Tierra del Fuego, (Título I de la Ley N° 19.149); e Inmutabilidad de 

la Zona Franca de Iquique, (Ley N° 18.846). 

Por lo tanto, no es una figura nueva en nuestro ordenamiento jurídico y no debe confundirse 

que el fin perseguido no es reducir impuestos, sino asegurar que no habrá cambios en ellos a 

un proyecto de inversión específico y a sus inversionistas respecto de aquel, que se obliga a 

pagar una tasa superior de primera categoría a la vigente a cambio de tal inmutabilidad por 

un plazo fijo. 

Cuando un inversionista evalúa un proyecto, el análisis de los impuestos incluye los 

aplicables a las ganancias y operaciones del mismo, como también, las que gravan la 

distribución de sus utilidades, de manera que no solo importa la invariabilidad del impuesto 

a la renta de primera categoría, sino también, de los impuestos finales (global 

complementario o impuesto adicional, según corresponda), en atención a que nuestro sistema 

tributario es integrado, lo que se traduce en que el impuesto de primera categoría sirve para 

descontar los impuestos finales cuando aquellos deban pagarse.  

Por lo anterior, el régimen de invariabilidad tributaria es acertado en su diseño, al menos para 

los inversionistas extranjeros, al establecer que la carga impositiva efectiva total a la renta 

será equivalente a aquella aplicable según la normativa vigente a la fecha del contrato de 

inversión respectivo; y oportuno en su esquema para la actividad minera, al mantener 

inalterable el Royalty Minero y no aplicar nuevos tributos. 

Con todo, de la redacción del texto legal que se propone se vislumbra un problema: la tasa 

de primera categoría para las inversiones acogidas al régimen de invariabilidad, que se 

incrementa en un 1,5%, no sería la misma para todos los proyectos según el año de 

suscripción del contrato de invariabilidad, debido a que el impuesto a la renta de primera 

categoría para contribuyentes del régimen del Artículo 14 A de la Ley de Impuesto a la Renta 

(sistema en el que se enmarcan quienes puedan suscribir este tipo de convenios) disminuye 

gradualmente por aplicación de otras normas del mismo Proyecto de Ley, del actual 27% a  

25,5% para el año comercial 2027 y a 24% en 2028, hasta alcanzar una tasa permanente del 

23% a contar del año comercial 2029. 
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Lo anterior puede provocar un incentivo a postergar la suscripción de contratos de 

invariabilidad tributaria hasta que el impuesto a la renta de primera categoría esté en su tasa 

permanente, es decir, hasta al año 2029, siendo necesaria la redacción de una norma 

transitoria que concilie la reducción general de tasas con la inmutabilidad que se asegura a 

los inversionistas.   

 


